
“La mañana de hoy viernes 28 de
marzo 2025, S.E. el Presidente de la Re-
pública, Gabriel Boric Font, realizó una
declaración voluntaria en el Palacio La
Moneda”. Ese fue parte del escueto co-
municado difundido a las 10:12 horas
de la mañana de ayer por Presidencia.
Esto, en el marco de la diligencia que el
fiscal regional de Coquimbo, Patricio
Cooper, hizo alrededor de las nueve de
la mañana, cuando llegó hasta la casa de
Gobierno para interrogar al mandata-
rio tal como se comunicó el pasado 13
de marzo. Si bien en un momento se co-
municó que la invitación sería el jueves
recién pasado, esta fue aplazada un día
y se materializó en uno de los tantos
viajes de Cooper a Santiago, pues tam-
bién encabeza otras causas que requie-
ren su presencia en la capital, como
aquellas contra la exalcaldesa Irací
Hassler y la diputada Carol Cariola,
ambas militantes del PC.

Pero la causa que llevó a Cooper a
La Moneda es la indagatoria en que se
pesquisa el intento del Estado por ad-
quirir la casa que perteneció al expre-
sidente Salvador Allende, ubicada en
Providencia, por casi $1.000 millo-
nes. La idea de la compra era conver-
tirla en un museo.

Aunque tras el anunció de esa ad-
quisición el pasado 30 de diciembre
de 2024, quedó al descubierto un pro-
blema que ha terminado con la salida
de dos ministras de Estado, con una
senadora enfrentando una eventual
destitución ante al Tribunal Constitu-
cional (TC) y con el mandatario inte-
rrogado por Cooper en una causa ca-
ratulada con su propio nombre. Esto,
porque dos de las herederas del in-
mueble de Guardia Vieja presentaban
inhabilidades. Se trata de las hija y
nieta del exmandatario socialista: la
senadora Isabel Allende y la entonces
ministra de Defensa, Maya Fernán-
dez. Los artículos 37 bis y 60 de la
Constitución advertían limitaciones
para celebrar contratos con el Estado,
arriesgando la pérdida del cargo.

n “Disposición a prestar 
colaboración”

Sobre la declaración, desde Presi-
dencia también agregaron que “esta
diligencia voluntaria se inscribe en la
permanente disposición del Presi-
dente de la República a prestar la co-
laboración necesaria con la investiga-
ción de la fiscalía”.

En ese contexto, la normativa explica
que ser “invitado” a declarar es un
atributo especial para presidentes
en ejercicio o exmandatarios, se-
nadores, ministros, generales
de fuerzas armadas o poli-
cías, entre otros. Esto, se-
gún se establece en el ar-
tículo 301 del Código
Procesal Penal que
indica que las per-
sonas que ostenten
dichas condicio-
nes “serán interro-
gadas en el lugar
en que ejercieren

sus funciones o en su domicilio. A tal
efecto, propondrán oportunamente la
fecha y el lugar correspondientes”.

Ahora, el Presidente Boric se encuen-
tra en calidad de imputado en la inves-
tigación del Ministerio Público, debido
a que la querella presentada por este ca-
so —ingresada por el abogado Raimun-
do Palamara de la fundación Fuerza
Ciudadana— es nominativa. En ese
sentido, que la acción penal sea contra
el Presidente de La República se debe a
“haber sido el impulsor y quien ordenó
la compra del bien inmueble, sobre to-
do cuando las declaraciones de todos
los testigos apuntan que la premura de
la compra era de Presidencia”, consig-
na la misma presentación. 

n “Contestó todas las preguntas”
Por su parte, desde el Ministerio Pú-

blico comunicaron que “el man-
datario prestó la máxima co-
laboración y contestó todas
las preguntas formuladas
por el fiscal regional de Co-
quimbo, quien además está
apoyado por un equipo pa-
ra investigar esta causa”.

En el proceso de com-
praventa que terminó
con la firma estampada
del Presidente en el De-
creto Supremo 38 que au-
torizaba la adquisición,

participaron a lo menos sie-
te abogados de distintos mi-

nisterios, sin que se advir-
tiera el vicio constitucio-

nal de manera explíci-

t a . S i n p e r j u i c i o d e e l l o , h u b o
observaciones comunicacionales y jurí-
dicas de que la adquisición podría traer
problemas debido al caso de la exminis-
tra Fernández y la senadora Allende, de
acuerdo a la indagatoria.

n Admiten ampliación 
de querella

Si bien la ampliación de querella con-
tra el Presidente Gabriel Boric y todos

quienes resulten responsables de un
eventual fraude al fisco por la
compraventa de la casa de Guar-
dia Vieja, fue presentada por
primera vez a inicios de marzo,
fue reingresada el 24 de este

mes y recién dos días después el
7° Juzgado de Garantía la decla-
ró admisible, luego de algunas
modificaciones entre la pri-
mera y la segunda versión.

En un inicio el juzgado de-
jó como observación la ne-
cesidad de detallar los car-
gos y funciones de las per-
sonas querelladas. Ade-
más, en dicha ampliación
se consideró a algunos
miembros y trabajadores

de la fundación Salvador Allende.
A pesar de que el abogado querellan-

te en un primer momento retiró a los in-
volucrados de la fundación y estampó
una denuncia, en la en la rectificación
de la ampliación volvió a considerarlos.
Situación que fue aceptada por el 7°
Juzgado de Garantía.

La querella relata que “con fecha 30
de diciembre de 2024 se celebró con-
trato de compraventa entre el Estado
de Chile, cuyo jefe es Gabriel Boric
Font en su calidad de Presidente de la
República —art. 24 de la Constitución
Política de la República—, con su cola-
boradora directa e inmediata, de su ex-
clusiva confianza , y parte de su grupo
familiar, me refiero a su Ministro de
Defensa Nacional Maya Fernández
Allende, parte de su grupo familiar,
Isabel Allende Bussi —quien a la vez es
senadora de la República—, Carmen
Allende Bussi y Alejandro Fernández
Allende, todo con el objetivo de entre-
garle el bien en comodato a favor de la
fundación que representa la prima
hermana de la colaboradora directa e
inmediata del Presidente , la Sra. Mar-
cia Tambutti Allende, quien también
es hija de la Senadora ya nombrada y a
la vez pareja del representante con-
vencional de la familia Allende, me re-
fiero a Felipe Vio Lyon”.

La acción penal también describe que
“la fundación de la prima de la Ministro
de Estado (sic) recibe fondos que debe
considerárseles permanentes del Fisco
de Chile y solo durante las anualidades
2023 y 2024, recibió para su financia-
miento general —sin ni un proyecto en
particular—187.181.988 pesos durante
la presidencia de Gabriel Boric y desde
el Ministerio de las Culturas y las Artes,
particularmente desde el Servicio de
Patrimonio Cultural (sic)”.

Consultado al respecto, Raimundo
Plasma, abogado querellante, sostiene
que “dentro de la investigación que se
ha llevado a cabo se descubrió la moti-
vación de la compra que era pasarle la
administración de la casa a la fundación
de la hija de la senadora Allende, que
recibe recursos públicos de manera
permanentes del Fisco en que más del
70% de esos ingresos son para pagar
sueldos, razón por la cual sus integran-
tes también son considerados funciona-
rios públicos según lo señala el art. 260
del Código Penal, al ser una institución
que depende del Estado, por lo cual la
ampliación de querella también va diri-
gida contra la hija de la Senadora y con-
tra Genaro Cuadros, su tesorero”.

La diligencia se realizó en La Moneda:

Decisión de compra y error en proceso,
entre los puntos clave que debía despejar
la declaración del Presidente Boric 

E. CANDIA

El mandatario
respondió a todas 
las preguntas que le
realizaron los
investigadores, dijeron
desde el Ministerio
Público. En esta causa
se pesquisa la fallida
adquisición de la casa
de Salvador Allende.

Presidente de
la República,
Gabriel Boric.

Además de al exdirectivo, se
incautó a un exfuncionario de la
División de Informática (geren-
cia) de la fiscalía, Óscar Zapata, y
también se efectuaron pesquisas
respecto de la asesora de la Uni-
dad de Drogas, Carolina Zave-
rich; mientras que el ex fiscal na-
cional Jorge Abbott habría pres-
tado declaración en calidad de
testigo en la causa. 

Con estas y otras evidencias,
los investigadores persiguen la
eventual existencia del delito de
fraude al fisco respecto de la
cuestionada compra de un sof-
tware de vigilancia, para inter-
ceptaciones telefónicas. Esa ad-
quisición se hizo bajo el manda-
to del exjefe del Ministerio Pú-
bl ico y no habr ía dado los
resultados esperados. El caso se

Con detectives de la PDI y en-
cabezados por el persecutor de
la Fiscalía Regional Metropolita-
na Centro Norte, José Morales,
el viernes pasado se realizó un
inédito procedimiento en el Mi-
nisterio Público para la incauta-
ción de teléfonos y computado-
res de ex altos cargos y exfuncio-
narios del organismo. 

Quienes conocieron la dili-
gencia explicaron a “El Mercu-
rio” que en esta indagatoria, que
fue trasladada a la Fiscalía Re-
gional Metropolitana Sur, se lo-
gró recuperar el teléfono del ex-
director de la Unidad de Drogas
del Ministerio Público Luis To-
ledo, también ex fiscal regional
de O’Higgins y quien estuvo a
cargo del caso Caval, y de otros
funcionarios. 

Las diligencias intrusivas se
realizaron en el Ministerio Pú-
blico, los domicilios de los inda-
gados —ya que también se bus-
caban computadores— y en la
Universidad San Sebastián, don-
de trabaja Toledo. 

inició luego de que el actual fis-
cal nacional, Ángel Valencia, de-
nunciara el hecho.

“Vigía” no cubría
necesidades de la
institución

“El Mercurio” conoció parte
de los antecedentes de la causa,
que se centran en la
eventual “presenta-
ción de la falsa idea
de que el ‘Vigía’
(software de vigilan-
cia) podía reempla-
zar al ‘Resist’ (siste-
ma de medidas in-
trusivas anterior),
pero eso no era posible en esa
época ni después”.

En la indagatoria, se agrega

que “con esa falsa idea se hizo
suscribir una resolución admi-
nistrativa al fiscal nacional (en
ese entonces Jorge Abbott) que
ordenó la compra de este softwa-
re. Y era conocido que el software
no cubría las necesidades de la
institución”.

En el caso, además, consta la
cuenta pública bajo el mandato

de Abbott, de 2020,
que aborda la “au-
tomatización del
Sistema de Registro
de Interceptaciones
Telefónicas”. En esa
oportunidad, refi-
rió el uso de Resist
que registra las in-

terceptaciones telefónicas, pero
explicó que se buscaba “mejorar
la dirección y calidad en la inves-

tigación”, iniciando, en 2019, un
proceso “con un moderno siste-
ma informático”. 

En la indagatoria, asimismo,
se incorporó la resolución, de oc-
tubre de 2019, que “autoriza la
compra directa a la empresa The
Pegasus Group Company S.A.
de Vigía Elité”. Documento fir-
mado por Abbott que detalla los
costos: “Por un monto máximo
total de US$ 1.030.000 (un mi-
llón treinta mil dólares IVA in-
cluido, equivalente, como refe-
rencia, a $772.500.000 (sete-
cientos setenta y dos millones
quinientos mil pesos) al utilizar
un tipo de cambio de $750”. 

Expersecutor Toledo
defiende “completa
inocencia”

Consultado sobre el caso, el
exfiscal Toledo indicó: “Reitero
enfáticamente que nunca tuve
acceso ni manejo de los recursos
presupuestarios, ni participé en
los procesos administrativos, fi-
nancieros o técnicos relaciona-
dos con esta adquisición. Confío

plenamente en que la investiga-
ción esclarecerá mi completa
inocencia en este asunto”. 

También subrayó: “mi total
disposición para colaborar con
el Ministerio Público para el es-
clarecimiento de estos hechos
que no constituyen delito como
demostraré y solicito por ello
que se respete mi derecho fun-
damental a la presunción de ino-
cencia”. 

Respecto a los hechos indaga-
dos, el cambio de software, deta-
lló que, “mi participación en este
proceso fue estrictamente limi-
tada y residual, circunscrita ex-
clusivamente a mi rol como di-
rector de la Unidad de Drogas.
Mis responsabilidades en ese
contexto se restringieron al ám-
bito jurídico, proporcionando
profesionales de mi equipo ase-
soría especializada para asegu-
rar que las herramientas dispo-
nibles cumplieran con los están-
dares del Código Procesal Penal.
No estaba dentro de mis deberes
funcionarios autorizar la adqui-
sición de software informáticos y
menos viabilizar su operación”. 

Causa es derivada a la Fiscalía Regional de Los Ríos 

Incautan teléfonos de
exfiscal del caso Caval y
funcionarios del Ministerio
Público por compra de
cuestionado software

L. CRUZAT Y C. CARVAJAL Se investiga un eventual fraude al fisco, delito que
fundó la medida intrusiva que incluyó también el decomiso 
de computadores. Detectives de la PDI llegaron 
hasta los domicilios de los indagados y, en algunos casos, 
a sus nuevos lugares de trabajo.

DILIGENCIAS
Se llevaron a cabo las

diligencias en la Fiscalía
Nacional y otras

entidades. 

El exfiscal Luis
Toledo confir-
mó su colabora-
ción en la inves-
tigación con la
entrega de su
te lé fono y un
computador. 
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C/Sábado

n CALIDAD. Puede adquirirse esta cali-
dad ya se a por enfrentar una querella
nominativa en la que se le atribuye a la
persona un hecho punible o bien puede
ser una categorización dada por los
propios investigadores del Ministerio
Público. 

n DEFENSA. Tal calidad asegura a las
personas ciertas garantías. Por ejemplo,
se presume la inocencia del indagado
hasta que se compruebe en una investi-
gación penal lo contrario, si así fuera.
También, se tiene derecho a defensa o
representación legal. 

n HECHOS. Asimismo, el imputado tiene
derecho a conocer los hechos que se le
atribuyen y por los cuales el Ministerio
Público lo investiga. 

n SILENCIO. Una persona imputada
puede también ejercer su derecho a
guardar silencio, cuando es citada a
declarar en esa calidad ante la fiscalía. 

QUÉ ES SER
IMPUTADO EN UNA
CAUSA JUDICIAL

Fecha:
Vpe:
Vpe pág:
Vpe portada:

29/03/2025
 $10.453.283
 $20.570.976
 $20.570.976

Audiencia:
Tirada:
Difusión:
Ocupación:

     320.543
     126.654
     126.654
      50,82%

Sección:
Frecuencia:
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